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La apertura económica obligó al gobierno nacional a realizar el replan­
teamiento de algunas medidas que afectan el funcionamiento de las ins­
tituciones. En este sentido, la capacidad de adecuación de las entidades 
a las nuevas condiciones se pone a prueba, y en la medida que sus admi­
nistraciones asimilen convenientemente el cambio de rol y funciones, 
así mismo podrán articularse y responder a los retos que el esquema 
impone. 
En este artículo se describe la manera como el éxito en la ejecución de 
medidas innovativas y la debilidad de la entidad que debió asumirlas, 
generarlas y ejecutarlas, incidieron para cuestionar la viabilidad técni­
ca, social y económica de ésta última, hasta llegar a Plantear y efectuar 
su liquidación, como es el caso del Instituto de Mercadeo Agropecuario 
-Idema-.
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Introducción 

A comienzos de la presente déca­
da, como resultado del proceso de 
apertura, el gobierno nacional 

emprendió un cambio sustancial en la polí-
tica de intervención de la comercialización 
interna de productos agropecuarios. Había 
una institución para realizar la intervención 
directa bajo los siguientes criterios princi­
pales: conservar existencias mínimas de 
seguridad de algunos productos mediante 
la importación y distribución de los insumos 
para la industria y alimentos básicos, para 
ello se tenía el monopolio de las importa­
ciones; garantizar la compra de la produc­
ción nacional y la construcción de infraes­
tructura básica de comercialización; y 
distribuir alimentos en lugares marginales. 
Las funciones anteriores empezaron a ser 
sustituidas a partir de 1991 por medidas de 
apoyo para modernizar la comercialización 
agropecuaria, evitando la intervención del 
Estado en las principales señales del mer -
cado y, especialmente, en los dos últimos 
años con medidas más directas hacia la po­
blación objetivo que condujeron a la liqui­
dación de la institución gubernamental exis­
tente encargada de la comercialización. 

Este artículo pretende señalar los princi­
pales aspectos de la política de comerciali­
zación interna colombiana antes y después 
de la apertura, así como las características 
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de la intervención gubernamental entre 
1996 y 1997, cuando se ejecutaron medi­
das de incentivos, compensaciones y sub­
sidios a la comercialización que permitie­
ron la liquidación del ldema. 

Antecedentes 

En 1944, por medio de la ley 5ª se creó el 
Instituto Nacional de Abastecimiento 
-INA-, el cual se constituyó como entidad 
autónoma con el criterio de servicio públi­
co, pero manteniendo las normas y prácti­
cas de las instituciones privadas. Posterior­
mente, en 1954, el Instituto cambió de 
denominación por la de Corporación de De­
fensa de Productos Agrícolas; en 1958, 
mediante decreto legislativo 0040 se orga­
nizó de nuevo como el INA. En la reforma 
administrativa de 1968 tomó el nombre con 
el que más se conoció, Instituto de Merca­
deo Agropecuario -Idema-, creándose 
como entidad pública. Finalmente, en 1976, 
mediante el decreto legislativo 133 se le 
confirió el carácter de empresa industrial 
y comercial del Estado. 

En la reforma de 1976 se establecieron 
como objetivos del ldema la regulación del 
mercadeo de productos de origen agrope­
cuario mediante la compra, venta, almace­
namiento, importación y exportación de los 
mismos. Desde entonces, la junta directi­
va de la entidad adelantó las siguientes fun-
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ciones: 1) Estímulo a la producción agríco­
la a través de la compra a precios de 
sustentación; 2) Estabilización de los pre­
cios por medio de la constitución de exis­
tencias reguladoras; y 3) Garantía del abas­
tecimiento a través de la intervención de 
las compras en el mercado nacional y de 
importación de productos deficitarios, com­
plementarios al mantenimiento de existen­
cias de transacción y reguladoras. 

En estas circunstancias, la protección co­
mercial ejercida hasta finales de 1990 se 
fundamentó en la regulación directa del 
Estado a través del Idema, mediante con­
troles cuantitativos a las importaciones, con 
el fin de contrarrestar la competencia inter­
nacional y sostener precios rentables al 
productor nacional. La anterior política se 
adelantó sin tener en cuenta los niveles de 
competitividad y viabilidad financiera priva­
da y la viabilidad económica para la nación. 
Este esquema generaba un alto grado de 
protección, que se traducía en la ampliación 
de la diferencia entre los precios internos 
de los productos importables y los precios 
internacionales de los mismos. 

Esta política que protegía a la producción 
nacional de la competencia internacional, 
se complementaba con una política inter­
na selectiva para los productos más sensi­
bles a los que se les aplicaban precios de 
sustentación. El resultado era la presencia 
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de diferentes precios de compra -precios 
de mercado interno, precios de sustenta­
ción o de intervención y precios de impor­
tación- de los productos, colocados en di­
ferentes instancias del sector privado y el 
sector gobierno -Idema-, con los conse­
cuentes grados de incertidumbre y las ex­
pectativas que esta situación generaba en 
el flujo de la comercialización y, con ello, 
las diferentes distorsiones y manejos no 
deseables para los distintos mercados. 

Los precios internos de estos productos, a 
los que se les adicionaba un precio mínimo 
para la compra al productor, se establecían 
de manera independiente de las condicio­
nes de abastecimiento del mercado inter­
no. Lo anterior implicaba que podían pre­
sentarse problemas para la adquisición de 
la cosecha nacional por parte del sector 
privado en la medida que los precios po­
dían ser altos. En este sentido, el gobierno 
garantizaba la compra de las cosechas por 
parte del Idema. 

Los recursos para garantizar la política de 
intervención y el funcionamiento de los 
diferentes programas y proyectos prove­
nían de la renta del monopolio del Idema, 
que le permitía apropiarse del margen en­
tre el precio internacional y el interno, y 
de la exención de todo tipo de gravámenes 
e impuestos -decretos 3070 de 1954 y 133 
de 1976-y que, además, permitían a la en-
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tidad su cobro, al adicionarlo al precio de 
venta, que registraba como ingresos. Ade­
más, cuando presentaba licencias de impor­
tación para terceros cobraba un valor por­
centual igual al impuesto de aduanas que 
le correspondería pagar a una persona na­
tural o jurídica que no gozara de ese tipo 
de exoneración. 

Adicional a las funciones de importar y dis­
tribuir alimentos, de conservar existencias 
mínimas de seguridad de algunos produc­
tos y de comprar las cosechas nacionales, 
el Idema también tenía las funciones de 
apoyar o realizar la distribución minorista 
de productos básicos en zonas marginales 
y de financiar los estudios, diseños y cons­
trucción de infraestructura física de comer­
cialización en esas zonas del país. En de­
sarrollo de la función de distribución de 
alimentos básicos, el Idema estableció tien­
das de los alimentos de primera necesidad 
en áreas pobres urbanas y rurales y montó 
una red de distribución de lancha-tiendas 
que transportaban alimentos vía fluvial a 
las poblaciones más alejadas. 

En desarrollo de la construcción de infra­
estructura para la comercialización mayo­
rista, el Idema participó en la construc­
ción de las centrales de abastos de Bogotá 
-Corabastos-, Cali -Cavasa-, Barranqui­
lla -Granabastos-, Bucaramanga -Cen­
troabastos-, Cúcuta -Cenabastos- y Ar-
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menia -Mercar-. En infraestructura para 
almacenamiento, la entidad construyó im­
portantes instalaciones en Buenaventura, 
Bogotá, Envigado, Neiva, Espinal, Santa 
Marta, Cúcuta, Magangué y Granada. Así 
mismo, construyó un alto número de cen­
tros de acopio, despensas y desmotadoras 
en muchos lugares del país. 

A partir de 1991, con la apertura económi­
ca, cambió en forma radical casi todo el 
escenario anterior: se suprimieron las ba­
rreras cuantitativas a la competencia inter­
nacional, y se inició una política selectiva 
de protección con base en aranceles. En 
consecuencia, se eliminó el monopolio que 
tenía el Idema en las importaciones y con 
ello la entidad perdió la renta del diferen­
cial de precios y se retiró de la importación 
de productos agropecuarios. A partir de ese 
momento, el sector privado es el principal 
responsable de realizar sus importaciones. 
En este marco, se expidió la ley 7ª de 1991 
y los decretos 225 y 2136 de 1992 que eli­
minaban las exenciones arancelarias e in­
cluían la reforma a la estructura institucio­
nal y el recorte de la planta de personal. 

Como complemento a las medidas de co­
mercio internacional y con el objetivo de ir 
adaptando la producción interna a las con­
diciones de competencia internacional, los 
precios de sustentación se sustituyeron por 
precios mínimos de garantía y se disminu-
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yó la intervención del Estado en la compra 
de cosechas. Como mecanismo de estabi­
lización frente a las fluctuaciones abruptas 
de los precios internacionales, se estable­
cieron franjas de precios para los principa­
les productos agrícolas transables -sorgo, 
soya, maíz blanco y amarillo, arroz, trigo, 
cebada y, un poco después, leche, azúcar 
crudo y blanco, trozos de pollo, carne de 
cerdo y aceite crudo de soya y de palma-. 

De acuerdo con lo anterior, y con el objeti­
vo de contar con una entidad que adminis­
trara el manejo gradual del paso de una 
política de intervención directa a una en la 
que el Estado tuviera poca presencia, el 
gobierno conservó el ldema y lo orientó 
hacia la modernización de la comercializa­
ción agropecuaria, a la realización de com­
pras directas en zonas marginales y apar­
tadas y a la promoción de la modernización 
de la comercialización de los pequeños pro­
ductores rurales mediante el apoyo a em­
presas de procesamiento y comercializa­
ción. No obstante, debido a que el principal 
ingreso de la entidad -el manejo del comer -
cio exterior- había sido eliminado, se hizo 
necesario brindarle los recursos suficien­
tes por medio de giros del presupuesto 
general de la nación. 

En este nuevo contexto, muchas de las fun­
ciones y la infraestructura del ldema care­
cían de sentido, la subgerencia de comer -

cio exterior se debería eliminar y la infra­
estructura dirigida a dicha función perdería 
importancia. Mediante la firma de un plan 
de desempeño, el ldema se comprometió 
con el gobierno a ajustes que incluían, ade­
más de lo anterior, descentralización admi­
nistrativa; transferencia de despensas a 

. . . . . 
orgamzac10nes campesmas y asoc1ac10nes 
comunitarias; venta y arrendamiento de 
activos y venta de las acciones que poseía 
en la Bolsa Nacional Agropecuaria y en las 
centrales de abastos. No obstante, hasta 
finales de 1996 las diferentes administracio­
nes de la entidad no harían un gran esfuer -
zo por disminuir la política de intervención 
en la compra de físicos y por abandonar las 
prácticas en su ejecución. 

La principal función 
del ldema 

Salvo contadas excepciones en algunos pro­
ductos, principalmente los exportables, la 
producción agropecuaria en Colombia no 
dispone de la cantidad de tierras adecuada 
con la infraestructura y los sistemas de rie­
go y drenaje necesarias para adelantar una 
programación de la producción y evolucio­
nar y crecer en los mercados; además, la 
producción está muy atomizada y en mu­
chos casos se hace en regiones apartadas. 
Por lo anterior, depende en muy buena 
parte del comportamiento del clima y del 
desarrollo coyuntural de los mercados 
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acondicionados a estas características. 
Como consecuencia, en muchos productos 
se muestra una marcada estacionalidad en 
la que durante un relativo corto tiempo sale 
una producción que excede en mucho la 
demanda a corto plazo y las necesidades 
de inventarios; la producción excesiva, por 
tratarse en general de productos en fresco 
muy perecederos, hace perder poder de 
negociación al productor con el industrial 
o comerciante. 

Todo lo anterior se traduce en la disminu­
ción del precio y en el deterioro de las con­
diciones de pago al productor, debido a que 
quien compra estos excedentes debe incu­
rrir, entre otras, en costos de almacena­
miento, riesgo en el manejo del producto e 
incertidumbre sobre las condiciones del 
mercado en el futuro. 

Una de las funciones importantes que cum­
plía el ldema y que a la vez comprometía 
más de 80% de sus recursos humanos y fi­
nancieros era precisamente intervenir en 
esa época, para lo cual la entidad compraba 
el producto, lo adecuaba, transportaba, cla­
sificaba, almacenaba, empacaba y adelanta­
ba otra serie de actividades. No obstante, 
debido a los innumerables problemas, el 
ldema incurría en elevados costos para rea­
lizar estas actividades, y con frecuencia la 
calidad del producto se deterioraba tanto 
que su comercialización se dificultaba, im-
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plicando pérdidas económicas para la enti­
dad. Sin disminuir la importancia de muchas 
de las labores que hacía el ldema pero con 
el objetivo de simplificar, la función básica 
de la entidad en este campo consistía en 
almacenar los excedentes estacionales de 
las cosechas para sacarlos al mercado cuan­
do la situación lo requiriera. 

La coyuntura en 1996 

En el primer semestre de 1996, el ldema 
no había variado sustancialmente la tenden­
cia de la intervención en zonas no margi­
nales, la crisis financiera empezaba a tocar 
fondo, la entidad perdía credibilidad en las 
regiones, eran numerosas las investigacio­
nes por pérdidas y malos manejos de pro­
ductos y aumentaba el deterioro de insta­
laciones, silos y bodegas. 

Si se hubiese realizado el plan de desem­
peño, en 1996 el ldema debería tener como 
máximo 732 empleados. No obstante, a 
mediados de dicho año la entidad tenía l. 700 
funcionarios; continuaba manejando direc­
tamente 258 despensas; había aumentado 
sustancialmente durante los dos años ante­
riores la compra de productos como arroz, 
sorgo, algodón y maíz y la eficiencia de la 
gestión comercial Sé había deteriorado en 
forma significativa. En efecto, en 1995 las 
pérdidas del ejercicio -antes de ajustes por 
inflación- fueron de $90.161 millones. 
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Además, los resultados en la distribución 
social de alimentos de primera necesidad 
también dejaban mucho que desear: pro­
blemas de abastecimiento y transporte; 
carencia de una adecuada política de fle­
tes; horarios inadecuados a las necesida­
des de la comunidad; deficiente calidad de 
los productos y de los empaques; precios 
no competitivos; ubicación de las tiendas 
en zonas que no correspondían a la pobla­
ción más necesitada; imprecisiones en el 
manejo de los inventarios; desconfianza en 
el manejo de los dineros; ineficiencias en 
los trámites administrativos; y evasión de 
responsabilidades. Todo lo anterior hacía 
imposible evaluar en términos técnicos y 
objetivos la bondad de dicho programa. Se 
estaba entonces frente a una entidad cuya 
función dentro del nuevo marco económi­
co no era clara y, sin embargo, incurría en 
grandes costos para la nación. 

A mediados de 1996, el escenario era un 
Idema en franca decadencia, que no había 
realizado los ajustes necesarios para con­
vertirse en una empresa eficiente y com­
petitiva ni había seguido los lineamientos 
del plan nacional de desarrollo, señalados 
desde 1994, que le indicaban que debería 
de disminuir su intervención en el merca­
do de físicos -productos- y fortalecer su 
papel en la administración de incentivos, 
compensaciones y subsidios a la comercia­
lización. 

Este escenario, propicio para tomar algu­
na decisión alrededor de la intervención en 
la comercialización interna, se complemen­
taba con que durante el primer semestre 
de 1996 los precios internacionales de los 
principales granos mostraban comporta­
mientos muy inestables con tendencia al 
alza y, además, las expectativas de la pro­
ducción interna eran bajas. Lo anterior ha­
cía prever que los requerimientos de in­
tervención del ldema de la producción 
nacional podían ser reducidos. 

La eiecución de la 
nueva política en 1996 

Desde mediados de 1995 se constituyó el 
comité de seguimiento a la producción, con­
sumo e importaciones de arroz, instancia 
consultiva del gobierno para la toma de de­
cisiones para dicho producto, el cual tendría 
un papel muy importante en el diseño e ins­
trumentación de la futura política. Aquí hay 
que resaltar que históricamente más de 
70% de la intervención del Idema en la com­
pra de la producción interna giraba alrede­
dor del arroz. Hacen parte del comité los Mi­
nisterios de Agricultura y Desarrollo Rural, 
Comercio Exterior, Desarrollo Económico, 
y Hacienda y Crédito Público; la Federación 
Nacional de Arroceros-Fedearroz-, la Fe­
deración de Industriales del Arroz -Indua­
rroz-y la Asociación Nacional de Molineros 
-Moliarroz-. Posteriormente, en septiem-
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bre de 1996, se incorporaron como integran­
tes del comité a Fenalco y al Departamento 
Nacional de Planeación. 

Partiendo de definir que en los últimos años 
la función básica del Idema era almacenar 
excedentes estacionales, a mediados de 
1996 el gobierno nacional, basado en el 
numeral 9° del artículo 48 de la ley 101 de 
1993, propuso al comité de seguimiento a 
la producción consumo e importaciones de 
arroz, poner en marcha un mecanismo para 
la segunda cosecha de ese año que cum­
pliera dicha función. El mecanismo pro­
puesto fue que el gobierno entregara al 
sector privado un incentivo que compen­
sara los costos de almacenamiento en los 
que incurría el sector privado durante la 
época de generación de excedentes. Las 
consideraciones tenidas en cuenta por el 
gobierno para iniciar la aplicación de la nue­
va política en un producto como el arroz 
fueron las señaladas arriba: la intervención 
histórica del Idema; las expectativas de baja 
producción interna; los precios internacio­
nales altos, pero sobre todo, la posibilidad 
de contar con una instancia de concerta­
ción como el comité de arroz y su disposi­
ción para ayudar al gobierno a ejecutar la 
nueva política. 

En el comité se discutieron las propuestas 
sobre la forma de hacer efectiva la entrega 
del incentivo; en este punto hay que desta-
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car que dentro de los aspectos generales a 
considerar estaba el que había que ejecutar 
la nueva política en ese segundo semestre 
o de lo contrario intervendría el Idema. En 
este contexto, los incentivos al almacena­
miento se dieron por primera vez para la 
cosecha de arroz del segundo semestre de 
1996 con los siguientes criterios básicos: 

1 En el sector privado se acordaron las 
condiciones de precio mínimo pagado al 
productor para la absorción de toda la co­
secha de arroz. 

1 La época crítica de generación de exce­
dentes estacionales es tradicionalmente 
de mediados de agosto hasta mediados de 
noviembre. De acuerdo con esto, el tiem­
po máximo durante el cual se reconoce­
ría el incentivo al almacenamiento sería 
de cuatro meses y el excedente a alma­
cenar se determinó en 150 mil toneladas 
de arroz paddy seco. 

1 El gobierno nacional reconoció un sub­
sidio máximo de $12.500 mensuales por 
tonelada almacenada a los industriales o 
comercializadores privados que adqui­
rieran la cosecha nacional de arroz en 
las condiciones acordadas. 

1 El incentivo se aplicó en aquellas zonas 
en las que tradicionalmente se han pre­
sentado excedentes estacionales que ha-
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cen reducir el precio al productor. Las 
zonas y las cantidades de arroz a interve­
nir en cada una de ellas fueron definidas 
con base en las compras tradicionales del 
Idema, cuidando de incorporar a todas las 
zonas marginadas. 

1 Para distribuir el incentivo ofrecido por 
el gobierno entre los agentes privados 
el mecanismo utilizado fue la subasta 
pública a la baja, en la que se inicia con 
la oferta del gobierno de $12.500 de re­
conocimiento por tonelada mes alma­
cenada de arroz paddy seco y los aspi­
rantes a quedarse con el subsidio, 
dependiendo de sus ventajas compara­
tivas en la disminución de costos de al­
macenamiento, hacían sus ofertas cada 
vez por menos valor. Se puso un límite 
inferior de $11.000 para evitar compe­
tencia desleal. 

1 La cantidad de 150 mil toneladas a al­
macenar se distribuyó así: 35% para 
agricultores y 65% para los molinos y 
demás agentes de mercado. Por regla­
mento, no participaron las personas que 
tenían deudas con el Idema y/o con el 
pago de la cuota de fomento arrocero. 

1 De acuerdo con el comportamiento del 
mercado, el gobierno determinó el mo­
mento de iniciar y finalizar la aplicación 
del almacenamiento. 
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1 La interventoría del programa la hizo la 
Bolsa Nacional Agropecuaria que, ade­
más, facilitó la logística para su desarro­
llo operativo. 

Como resultado, de la meta de 150 mil to­
neladas a almacenar se subastó el almace­
namiento de 106 mil toneladas, pero debi­
do al incumplimiento de requisitos de 
algunos de los operadores del mercado que 
habían participado en la subasta, efectiva­
mente se almacenaron, en promedio duran­
te cuatro meses, 75.975 toneladas, que cos­
taron a la nación $3.267 millones. Para 
contrastar el impacto del mecanismo so­
bre los recursos públicos, cabe señalar que 
en 1994 la intervención del Idema en 
82.431 toneladas de arroz ocasionó pérdi­
das por $12.267 millones, sin contar los 
costos administrativos y operativos y, en 
1995, la intervención en 212 mil toneladas 
del mismo producto, ocasionó pérdidas por 
$9.651 millones en solo la operación de 
compra y venta. 

Las ventaias 

Dentro de los resultados positivos para el 
gobierno nacional se destacan en la parte 
general: la estabilización de los precios al 
productor en épocas de cosecha, principal 
objetivo del gobierno y en parte justifica­
ción de la existencia del Idema; la ejecu­
ción de la política de intervención de ma-
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nera más transparente y eficiente debido a 
que llegó de manera directa a la población 
objetivo; reducción de las incertidumbres 
a los productores, industriales y comercian­
tes que no les permitían programar con 
menores riesgos su actividad debido a que 
ahora no tienen una entidad gubernamen­
tal que intervenga en el mercado de mane­
ra discrecional; se ahorraron cuantiosos 
recursos del presupuesto nacional y se 
empezó a generar una nueva cultura de 
reacción del sector privado frente a la si­
tuación tradicional de producción estacional 
y se brindó una alternativa para que el agri­
cultor maneje su producto. Se espera que 
este apoyo le facilite alcanzar mayores ni­
veles de competitividad. 

Para el caso del arroz, el proceso de con­
certación en el comité del arroz ha permi­
tido un tipo de comunicación más perma­
nente entre el sector público y el privado, 
lo mismo que dentro de cada uno de ellos. 
Es posible que en esto haya sido fundamen­
tal para la firma del Acuerdo de Competiti­
vidad para dicha cadena, el cual fue firma­
do a principios de 1997. Además, en la 
medida que cada uno de los gremios re­
presentantes del sector privado en el co­
mité de arroz divulgue las decisiones a los 
interesados, aun a los agricultores de zo­
nas marginadas, se disminuirán las distor­
siones regionales que causan concentra­
ción de poder, de manera que las bondades 

de la nueva política tienen una mayor co­
bertura que la que tenía el Idema, cuyo 
gerente regional hacía los negocios sola­
mente con las personas de su confianza. 

El sector privado -productores, industria­
les y comerciantes de la cadena del arroz­
calificó las nuevas medidas de política como 
una de las mejores decisiones tomadas por 
el gobierno en muchos años. Se resalta que 
los industriales del arroz tuvieron la posi­
bilidad de comprar el producto en época de 
abundancia, evitando la incertidumbre del 
suministro posterior de la materia prima 
para su actividad económica; manejaron los 
inventarios de acuerdo con su criterio em­
presarial, a sus ventajas comparativas y a 
las condiciones del mercado. Además, con 
el incentivo disminuyeron los costos téc­
nicos y financieros de los inventarios. 

Las dificultades 

Aspecto a tener en cuenta es la dificultad 
que se pueda presentar para la contrata­
ción ágil, oportuna y sin costos represen­
tativos para el Estado en la ejecución de 
los diferentes mecanismos de incentivos, 
compensaciones y subsidios. Durante 1996 
y 1997, antes de la liquidación del Idema, 
se pudieron operar las nuevas medidas con 
costos muy reducidos para el Ministerio de 
Agricultura, debido a que dicha entidad, en 
su condición de empresa industrial y co-
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mercial del Estado, tenía la posibilidad de centivos en manos de unos pocos agentes 
adelantar directamente la contratación del que dominaron el mercado regional y por 
almacenamiento o subcontratarla con en- la participación de personas con poco re­
tidades especializadas aplicando el derecho conocimiento en la región. 
privado. 

Ahora que no existe dicha entidad, el Mi­
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural 
no tiene esa misma facilidad debido a que 
tiene que sujetarse a la ley de contratación 
para entidades públicas; por tanto, los cos­
tos del servicio para la ejecución con las 
entidades más idóneas dependerán, en pri­
mera instancia, de la generosidad en el co­
bro de los servicios por parte de cada una 
de las entidades ejecutoras y en segunda, 
de la necesidad que tenga el Ministerio en 
términos de oportunidad y eficiencia en la 
ejecución de la política. 

El sector privado criticó aspectos como las 
dificultades para acceder al crédito pren­
dario para todos los agentes comercializa­
dores y en especial para los agricultores, 
por cuanto el sistema financiero no consi­
dera la prenda agropecuaria como garantía 
suficiente y porque los trámites excesivos 
y los altos costos vinculados al mecanismo 
de descuento de bonos de prenda desesti­
mulan la compra y almacenamiento de pro­
ductos agropecuarios; reaccionó por tener 
que realizar todas sus compras al precio 
mínimo señalado para poder ser sujeto al 
incentivo, por la concentración de los in-
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A pesar de lo anterior, eran muchos más 
los aspectos positivos a resaltar. Se había 
puesto a prueba con éxito una nueva for­
ma de presencia del Estado en la comer -
cialización agropecuaria, de tal forma que 
en el último trimestre de 1996 ya el Esta­
do contaba con otra alternativa para enfren­
tar los problemas de la comercialización 
interna que tradicionalmente provocaban 
la intervención del ldema y se preveía que 
los incentivos podían ser aplicados a otros 
productos. Considerando lo anterior, y te­
niendo en cuenta los problemas fiscales e 
institucionales por los que atravesaba el 
ldema, el 20 de noviembre de 1996 el Mi­
nisterio de Hacienda y Crédito Público, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural y el Departamento Nacional de 
Planeación presentaron al Consejo Nacio­
nal de Política Económica y Social -Con­
pes- el documento 2884 "Ajuste institu­
cional a la política de comercialización 
interna". 

Dentro de los problemas que resaltó dicho 
documento se pueden señalar: las pérdi­
das operacionales del año superaban en más 
del doble el patrimonio que tenía registra­
do en libros el 31 de diciembre de 1995. 
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Mensualmente, el costo de la nómina y las 
pensiones ascendía a $3.075 millones; los 
gastos generales sobrepasaban los $600 
millones; las depreciaciones y provisiones 
costaban $2. 718 millones y el servicio de la 
deuda oscilaba entre $550 y $600 millones, 
para un total aproximado de $7.000 millo­
nes mensuales que le costaba al Estado 
mantener funcionando el Instituto. A par­
tir de julio de 1996, la entidad no había po­
dido cancelar en forma oportuna la nómina 
de funcionarios y pensionados, ni atender 
las obligaciones financieras. 

El pasivo actuaria! para pago de pensiones 
aumentaba $30 mil millones cada año: en 
junio de 1996, ya tenía un valor cercano a 
$171 mil millones. El Idema no estaba en 
capacidad de realizar operaciones comer­
ciales de las cuales pudiera derivar exce­
dentes financieros y la nación no podía asu­
mir el costo de funcionamiento de la 
institución debido a su naturaleza jurídica 
de empresa industrial y comercial del Es­
tado. Por lo tanto, tendría que capitalizarla 
en forma sistemática todos los años en una 
suma por lo menos equivalente a $100 mil 
millones. En conclusión, desde el punto de 
vista de eficiencia del gasto público, no se 
justificaban las actividades del Idema y, 
además, tampoco era viable desde el pun­
to de vista financiero. Finalmente, el do­
cumento recomendó iniciar las gestiones 
para su liquidación. 
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La eiecución de la nueva 
política en 1997 

El incentivo al almacenamiento 

No obstante los problemas anotados alrede­
dor de la forma como se ejecutó el incenti­
vo al almacenamiento durante 1996, la 
medida, además de cumplir los objetivos de 
política a corto plazo, cumplió la meta más 
ambiciosa: puso en evidencia que era posible 
liquidar el Idema sin causar mayores trau­
matismos en la comercialización interna. Sin 
embargo, en la búsqueda de mejorar la eje­
cución del incentivo al almacenamiento, el 
comité de arroz introdujo cambios para el 
segundo semestre de 1997. Adicional a los 
criterios generales aplicados en 1996 sobre 
la necesidad de lograr concertación entre el 
gobierno y el sector privado en la definición 
del precio mínimo pagado al productor, zo­
nas de intervención y duración del incenti­
vo, se determinó lo siguiente: 

Para ese segundo semestre se almacena­
rían como máximo 200 mil toneladas de 
arroz paddy seco y el incentivo por tonela­
da mes almacenada se definió en $13.000. 
Se estimó la producción en cada una de las 
zonas; luego se determinó la cantidad a al­
macenar en cada una de ellas; con estos dos 
datos se determinó la proporción a almace­
nar en cada zona. El incentivo se otorgó de 
manera automática, aplicando los porcenta-
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jes mencionados, de acuerdo con las com­
pras realizadas en dichas zonas hasta com­
pletar la cantidad a almacenar en cada una 
de ellas. Las compras se registraron en la 
Bolsa Nacional Agropecuaria y la solicitud 
para aplicar al incentivo fue expresada por 
los mismos agentes compradores. 

Como resultado de la intervención, se al­
macenaron 163.148 toneladas de arroz 
paddy seco que originaron un incentivo de 
$1.754 millones, mucho menos de lo esti­
mado tanto en volumen como en tiempo, 
debido a la coyuntura favorable de creci­
miento de los precios al productor que re­
comendó mantener el incentivo al almace­
namiento sólo durante mes y medio. 

La aparición de problemas en la comercia­
lización de otros productos agropecuarios 
hizo necesario aplicar el incentivo al alma­
cenamiento durante 1997 en una variada 
gama de bienes. En relación con el maíz 
blanco, se aplicó a 16 mil toneladas en las 
regiones de Córdoba, Sucre y Cesar con un 
costo de $272 millones; en fibra de fique, 
que benefició a los productores de Cauca, 
Nariño y Antioquia en $200 millones alma­
cenando 2.054 toneladas; a los productores 
de fríjol calima radical en Guanenta -San­
tander - en $12 millones por 100 toneladas; 
y a los productores de fríjol calima en la zona 
Plante del sur de Bolívar, almacenando 200 
toneladas por valor de $40 millones. 
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Otras medidas de apoyo 
a la comercialización 
agropecuaria 

Compensación costos 
de transporte 

Dentro de las funciones que tenía el ldema 
cuando compraba la producción agropecua­
ria en zonas marginales, estaba la de cubrir 
los excesivos costos de transporte que im­
plicaba sacar la producción de dichas zonas 
a los centros comerciales más cercanos y 
que la mayoría de productos no alcanzaba a 
compensarlos con el precio final. En este 
sentido, y con el objetivo de continuar con 
los apoyos a los productores de zonas mar­
ginales, la nueva política de incentivos, 
compensaciones y subsidios contempló la 
alternativa de "apoyos a costos de transpor­
te" que fue utilizada durante 1997 en zonas 
Plante debido a la acogida que tuvo la pro­
puesta entre los productores. 

Se definieron los costos de transporte por 
tonelada entre los municipios Plante y los 
mercados más cercanos a cada una de di­
chas zonas. Los centros de mercado defi­
nidos fueron: Barrancabermeja, Florencia, 
Popayán, Santander de Quilichao, Grana­
da -Guaviare-, Neiva, Pitalito, Granada 
-Meta-, Tibú -Norte de Santander-, 
Mocoa y Chaparral. 
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Los municipios en los que se ejecutó el 
mecanismo fueron: Mapiripán, Mesetas y 
La Uribe en el departamento del Meta; San 
José del Guaviare, La Carpa y la zona del 
Guayabero en el departamento del Guavia­
re; Simití, Santa Rosa del Sur y Morales 
en el departamento de Bolívar y Cartagena 
del Chairá, San Vicente del Caguán, Curillo 
y Solano en el departamento del Caquetá. 

El apoyo al transporte se aplicó al maíz 
amarillo en cantidad de 6.370 toneladas 
por valor de $440 millones, maíz blanco 
7.520 toneladas por valor de $600 millo­
nes y 2 mil toneladas de fríjol radical por 
valor de $100 millones. Por fuera de las 
zonas Plante también se puso en marcha 
la política de apoyo al transporte. Es el 
caso de la intervención en maíz blanco en 
la vereda Batata, municipio de Tierra Alta, 
departamento de Córdoba, en el que se 
aplicó a 3 mil toneladas por valor de $138 
millones de pesos. 

Un efecto adicional de este tipo de políti­
ca, diferente a lo que se lograba con la in­
tervención directa del Idema, es que ahora 
el productor llega a negociar directamente 
en los mercados regionales, se entera de 
las condiciones competitivas de su produc­
to y de las exigencias del mercado y, de 
esta manera, pueden surgir iniciativas re­
gionales de los mismos agentes de la cade­
na buscando cada vez mayores niveles de 
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competitividad, creando de esta forma cír­
culos virtuosos que antes no eran posibles 
pues no se sabía quién era menos eficien­
te, si el productor o el Idema. 

Apoyos directos 

En cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 7° de la ley 101 de 1993, el ldema 
venía cumpliendo con la función de prote­
ger el ingreso rural a los productores que 
veían reducidos sus ingresos debido a im­
perfecciones de los mercados. Con ante­
rioridad, el gobierno establecía precios de 
intervención que eran más altos que los del 
mercado y el Idema compraba a esos pre­
cios. Con la liquidación del Idema se debía 
continuar con lo establecido en la ley 101 y 
se ejecutó la medida "pago de apoyos di­
rectos". 

En ejecución de dicha política, en 1997 se 
otorgaron apoyos directos a los producto­
res de trigo y cebada en cantidad de 30 mil 
toneladas a razón de $10 mil por tonelada, 
para un total de $300 millones. A los pro­
ductores de algodón, cosecha del interior, 
se les otorgó un apoyo de $120 mil por to­
nelada de fibra, en cantidad de 9.500 tone­
ladas de fibra de algodón, con un costo to­
tal de $1.142.8 millones. A los productores 
de soya de todo el país, se otorgó un apoyo 
directo a 52.800 toneladas por valor de 
$565.9 millones. 
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Incentivos para 
abastecimiento social 

Esta era otra de las funciones que cumplía 
el Idema. No obstante, como se dijo antes, 
se desconocía el impacto que tenían las 
tiendas; sin embargo, al parecer no era 
muy importante, habida cuenta que al li­
quidarse el Instituto los reclamos de las 
comunidades alrededor de su necesidad 
no se han hecho sentir con la fuerza que 
los defensores, que muy seguramente se 
lucraban de ellas, reclamaban. No obstan­
te, en caso de que las tiendas de distribu­
ción social en zonas marginales, se requie­
ran de nuevo, el principio para el diseño y 
ejecución de un subsidio de este tipo debe 
ser básicamente el mismo: crear un in­
centivo a las personas naturales o jurídi­
cas que ofrezcan su montaje y administra­
ción. Para su adjudicación, se debería dar 
preferencia a los entes municipales, las 
comunidades beneficiarias, cajas de com­
pensación y cooperativas. El incentivo po­
dría incluir el reconocimiento de costos 
de transporte y parte de los costos de ad­
ministración. 

La liquidación del ldema 

El 31 de diciembre de 1997 se liquidó el 
Idema, en cumplimiento de lo establecido 
en el decreto ley 1675 de 1997. En este 
sentido, el 30 de diciembre de 1997 se can-

celaron en su totalidad los salarios y las 
prestaciones sociales de los empleados; el 
pasivo pensiona! estimado en $202 mil mi­
llones fue asumido por la nación. Al cierre 
del ejercicio, aún sujetas a revisión, las 
cuentas por pagar incluidos los pasivos con 
entidades financieras ascendían a $11.060 
millones; los saldos a favor de la DIAN su­
maban $1.857 millones. Además, el balan­
ce por cuotas partes pensionales, en pro­
ceso de depuración, el de cuentas por 
cobrar a otras entidades $4. 752 millones y 
cuentas por pagar a otras entidades de 
$2.451 millones. Las pérdidas del Idema, 
sin ajustes por inflación, fueron de $90.161 
millones en 1995, $73. 778 millones en 1996 
y $190.332 millones en 1997. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural comenzó a recibir, a partir del 1 ° de 
enero de 1998, los bienes y procesos del 
Instituto -judiciales, pago de pensiones, 
cierre contable y declaración de renta-. 
Para continuar con ello, a partir del 16 de 
enero se contrató la prestación de servi­
cios de 87 funcionarios del nivel central y 

46 en las dependencias regionales. El ob­
jetivo es que al finalizar 1998 no más de 
veinte personas continúen los procesos que 
requieran atención a largo plazo. Se en­
cuentran en proceso de traspaso al Minis­
terio de Agricultura y Desarrollo Rural los 
activos fijos, muebles e inmuebles no ven­
didos de la entidad liquidada. 
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Conclusiones 

Con la ejecución de medidas de incentivos, 
compensaciones y subsidios a la comercia­
lización agropecuaria por parte del gobier­

no a los agentes privados, se ha iniciado 
una nueva etapa en la política de interven­

ción del Estado. Inicialmente, se puso en 

marcha el incentivo al almacenamiento de 
arroz, porque la coyuntura y las condicio­
nes favorables así lo permitían; después se 
ejecutaron ésta y otras medidas en otros 

productos e igualmente resultaron bonda­
dosas. A partir de esta experiencia se pudo 

plantear la liquidación del ldema. 

En los dos años que lleva de ejecución la 
nueva política de incentivos, compensacio­

nes y subsidios a la comercialización, se 
pone de manifiesto que para su aplicación 
exitosa no se requiere de la creación de una 

entidad específica para tal fin. En estos dos 
años, no se necesitaron de más de cinco 
funcionarios del gobierno, entre funciona­

rios del ldema -antes de su liquidación- y 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural para llevarlos a término. La ejecu­
ción de los nuevos programas en los dos 
años es menor de $6.100 millones, entre 
tanto la pérdida del ejercicio del ldema sólo 
en 1995 fue de $90.161 millones. 

No obstante lo anterior, el ldema cumplía 

una función social que si bien es cierto no 
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estaba totalmente cualificada y cuantifica­
da, en alguna proporción debería estar fa­

voreciendo a la población más pobre. Se 
podría decir entonces que con la liquida­

ción de la entidad no se ha hecho otra cosa 

que excluir a un sector de la población, aun­
que muy marginal, de los servicios del Es­

tado. Consecuentemente, se podría con­
cluir que con la liquidación del ldema, se 
han enfatizado los beneficios de los recur­

sos del Estado hacia un sector que siem­
pre los había recibido. En este sentido, se 

hace necesario evaluar las posibles conse­
cuencias negativas de la decisión para to­
mar las medidas pertinentes, siempre bajo 

el criterio de eficiencia del gasto público e 

impacto directo en la población objetivo. 

La reflexión anterior no pretende, de nin­
guna manera, plantear el resurgimiento del 

ldema, ni ignorar los grandes beneficios que 
a través del documento se han expuesto en 
términos de modernización, competitivi­
dad, desarrollo y crecimiento productivo 
que pueda tener la nueva política y que es 
necesario buscar afanosamente si no que­
remos perder más de lo perdido, dentro del 
contexto de globalización e internacionali­
zación de la economía. Por el contrario, lo 
que se pretende es hacer un llamado de 
atención sobre lo que hoy es necesario iden­
tificar: la eficiencia con la cual las institu­
ciones gubernamentales están cumpliendo 

con los objetivos para los cuales fueron di-
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señadas y a los cuales se asignan cuantio­
sos recursos del presupuesto nacional. 

El criterio entonces es generar programas 
que incentiven la participación e iniciativa 
privada, promuevan la modernización del 
sector y lleguen efectivamente a la pobla­
ción objetivo. De esta forma se liberarán 
recursos que hoy se dedican al manteni-
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